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TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN  

SALA PENAL DE DECISIÓN 

 

Medellín, once (11) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Radicado: 050013187003202000146 
Accionante: Cooperativa de Ahorro y Crédito Colanta 
Accionado: Fiscalía101 Seccional de Girardota  
Auto interlocutorio No. 007 de la fecha- 
Asunto: Declara Nulidad  

 

M.P.  Leonardo Efraín Cerón Eraso  

 

 

1. VISTOS 

 

Procede la Sala a resolver la impugnación presentada por el apoderado de la 

entidad accionante, Cooperativa de Ahorro y Crédito Colanta contra el fallo de 

tutela de primera instancia proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de 

Penas de Medellín, el pasado 08 de enero de 2021. 

 

 

2. PRETENSIONES DEL ACCIONANTE 

 

La Cooperativa de Ahorro y Crédito Colanta, acude a la presente acción 

constitucional por intermedio de su apoderado judicial en busca de la 

protección a sus derechos fundamentales a la petición y debido proceso, los 

cuales considera conculcados por la Fiscalía 101 Seccional de Girardot. 
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Refiere el apoderado que en agosto de 2014 presentó una denuncia penal ante 

la Fiscalía General de la Nación, jurisdicción del Municipio de Medellín, la cual 

posteriormente fue trasladada al municipio de Girardota (Antioquia). Esto 

debido a que su poderdante fue víctima de múltiples conductas punibles, tales 

como falsificación de documentos públicos, estafa, entre otros, ante la 

cancelación fraudulenta de hipoteca que se encontraba constituida para 

garantizar obligaciones actuales y futuras. 

 

Asevera el togado que este caso fue asignado desde el 8 de octubre de 2015 a 

la Fiscalía 101 Seccional de Girardota, pero resalta que aunque han transcurrido 

74 meses desde la presentación de la denuncia, la accionada no ha realizado 

ninguna labor investigativa para seguir adelante con el proceso.  

 

Por ello, el día 6 de noviembre de 2020 radicó un derecho de petición donde 

solicitó a la accionada lo siguiente: “Sírvase adelantar la investigación y el proceso 

penal conforme a las competencias de la Fiscalía General de la Nación, y en cumplimiento 

del parágrafo del artículo 175 de la Ley 906 de 2004 modificado por el artículo 49 de la Ley 

1453 de 2011 esto es, realizando la imputación y demás etapas del proceso. Toda vez que 

han transcurrido más de 74 meses y está impune  los hechos denunciados y que vulneran 

gravemente la estabilidad de la entidad que represento.”  

 

Manifiesta el apoderado que a la fecha no ha obtenido respuesta a dicha 

petición, aun cuando han transcurrido el tiempo otorgado por la Ley 1755 de 

2015. Como consecuencia de ello considera que su prohijada se encuentra en 

desamparada toda vez que el ente acusador ha incumplido con sus funciones. 

 

Por lo expuesto depreca al juez constitucional: uno, ordene a la Fiscalía 101 

Seccional- Delegada Jueces Penales del Circuito de Girardota, dar respuesta de 

fondo, oportuna y congruente a la petición realizada mediante escrito del 06 

de noviembre de 2020. Dos, ordenar dentro de un término prudencia, el ente 
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acusador que proceda a formular imputación, situación que les permitiría 

ejercer mecanismos como víctimas dentro de la óptica procesal penal. 

 

 

3. DEL FALLO IMPUGNADO 

 

En fallo de tutela de primera instancia, datado el 08 de enero de 2021, la juez 

Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín amparó el 

derecho fundamental de petición deprecado por el apoderado de la 

Cooperativa de Ahorro y Crédito Colanta. En consecuencia, la instancia ordenó 

al Fiscalía 101 Seccional Delegada del Circuito de Girardota que en el término 

de 48 horas a partir de la notificación de la providencia, procediera a responder 

de fondo, y congruentemente la petición presentada por el actor el día 6 de 

noviembre de 2020. 

 

A pesar de lo anterior, la Juez Tercero Penal de Ejecución de Penas y Medidas 

de Seguridad de Medellín no accedió a ordenar a la Fiscalía a formular 

imputación de cargos porque para ello se debía contar con la información o 

evidencia necesaria que sirviera como material probatorio y de ser procedente, 

según los términos del Código de Procedimiento Penal de Colombia, solo el 

fiscal, podría solicitar ante el juez de control de garantías, la imposición de 

medida de aseguramiento que correspondiera. 

 

4. DE LA IMPUGNACIÓN 

 

El apoderado de la entidad accionante presentó impugnación contra el fallo de 

primera instancia señalando en primer lugar que el Tribunal Superior de 

Medellín en sentencia nº 102-2020, radicado 05001-22-04-000-2020-00647-1 

concluyó que la Fiscalía General de la Nación vulneraba el derecho fundamental 

al debido proceso de las víctimas dentro de un proceso penal cuando incurría 
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en mora judicial y no actuaba conforme a los términos dispuestos en el artículo 

175 de la Ley 906 de 2004, los cuales exigen que el fiscal dentro un plazo 

máximo de 2 años, contados a partir de la recepción de la noticia criminal, 

impute u ordene motivadamente el archivo. 

 

En segundo lugar, el impugnante refiere que han pasado 74 meses sin que la 

accionada realizara alguna actuación tendiente a adelantar el trámite del 

proceso, lo cual en su opinión es más evidente con la negativa del ente acusador 

en contestar el derecho de petición que radicó el 6 de noviembre de 2020 a 

través del cual solicitó impulso procesal. Por ello considera que la Fiscalía está 

incumpliendo con sus funciones, conculcando el derecho fundamental al 

debido proceso debido a que ha incurrido en una inactividad injustificada. 

 

Por lo expuesto, depreca que se ampare su derecho fundamental al debido 

proceso, se acojan los planteamientos de la sentencia del Tribunal Superior de 

Medellín citada en precedencia. En consecuencia, revoque el fallo de primera 

instancia y se ordene al ente acusador que en el término de 48 horas proceda 

a formular imputación, lo cual los habilitaría a ejercer los mecanismos como 

víctimas dentro de la óptica procesal penal. 

 

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA 

 

Sería del caso que esta Colegiatura entrara a decidir lo correspondiente a la 

impugnación planteada por la inconforme a través de un pronunciamiento de 

fondo, sino fuera porque se evidencia una irregularidad en el trámite de la 

actuación constitucional que exige su enmienda.  

 

De la narración que hiciera el accionante en el escrito tutelar y de los anexos 

presentados en el legajo, se desprende que la Cooperativa de Ahorro y Crédito 

Colanta en agosto de 2014 presentó una denuncia penal al considerarse víctima 
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de las conductas punibles de falsificación en documentos públicos, estafa entre 

otros, ante la cancelación fraudulenta de hipoteca que se encontraba 

constituida para garantizar obligaciones actuales y futuras.  

 

La investigación por este delito fue asignada a la Fiscalía 101 Seccional de 

Girardota quien a la fecha no ha formulado imputación contra las personas 

denunciadas dentro del SPOA nº 0500160002482014108431. Es por esto, que 

el apoderado de la entidad accionada radicó el día 6 de noviembre de 20202 un 

derecho de petición mediante el cual deprecó a la referida funcionaria que 

formulara imputación dentro del aludido proceso, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 175 de la Ley 906 de 2004 y continuara con las demás 

etapas del proceso, toda vez que habían transcurrido más de 74 meses y porque 

el despacho ya contaba con los elementos materiales probatorios que daban 

cuenta de la presunta responsabilidad de los investigados. 

 

Por otro lado, se encuentra que la instancia en auto admisorio de la acción 

constitucional de fecha 24 de diciembre de 20203 vinculó al contradictorio a la 

Fiscalía 101 Delegada ante Jueces Penales de Girardota Antioquia y a la Fiscalía 

General de la Nación, dejando por fuera a los indiciados dentro de la denuncia 

penal identificada con SPOA 050016000248201410843 los cuales son personas 

determinadas, esto es, los señores Orlando Pérez Álvarez y Liliana María 

Giraldo Cano4, según lo informó el apoderado del accionante5, por lo tanto era 

deber del juez de tutela vincularlos a la presente litis por tener interés legítimo 

en las resultas del proceso. De igual forma se evidencia, de acuerdo a los 

documentos aportados por el apoderado de la entidad accionante que a la 

                                              
1 Ver archivo pdf con nombre: “02EscritoTutela” folio 6. 
2 Ver archivo pdf con nombre: “02EscritoTutela” folio 6 a 7. 
3 Ver archivo pdf con nombre: “03AdmiteTutela” 
4 Ver archivo pdf con nombre: “14.1)ENTREVISTA – INDIVIDUALIZADOS” folio 5. 
5 Ver archivo pdf con nombre: “13)2020-00146.ConstanciaSecretarial”, 
“14)CorreoApoderadoAllegaInformación” y “14.1)ENTREVISTA – INDIVIDUALIZADOS” 
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presente tutela también debió ser vinculado el señor Manuel Arango Roldan6 el 

cual es el actual propietario del inmueble objeto de la presunta falsedad, el cual 

es un tercero con interés legítimo. 

 

Es claro que el juez constitucional, como garante por excelencia de derechos 

fundamentales, debe propender por garantizar los elementos integradores del 

debido proceso, una de cuyas aristas es la vinculación al proceso de tutela de 

quienes puedan tener interés legítimo en la actuación y puedan ser afectados en 

las resultas del proceso, lo cual forma parte de ese derecho fundamental, al que 

un Estado Constitucional de Derecho como el colombiano debe ser en sumo 

cuidadoso, de lo contrario, paradójicamente el juez pasa a convertirse en 

vulnerador de los derechos cuya protección le ha sido encomendada. 

 

Sobre la obligatoriedad de citar en el trámite tutelar a terceras personas que 

puedan verse afectadas con la decisión final, ha señalado la Corte Constitucional: 

 
“1. Obligación de vinculación del tercero afectado por los resultados del 
proceso por parte del juez de tutela –alcance- 
  
Si bien no existe una norma expresa que consagre la obligación de notificar las 
providencias de tutela a los terceros con interés legítimo, tal trámite judicial es 
aplicable al proceso de tutela en virtud de: 
  
a. El artículo 29 de la Constitución Política establece que El debido proceso se 
aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas[6]. 
b. La posibilidad de que, según el artículo 13, inciso final y 16 del Decreto 2591 
de 1991, los terceros con interés legítimo intervengan como coadyuvantes o 
como partes. [7] 
c. Los principios de oficiosidad e informalidad que rigen la acción de tutela, que 
llevan al juez a proteger el derecho al debido proceso de partes y terceros 
cuando se evidencie una posible vulneración. 
d. El Art. 140 del Código de Procedimiento Civil, aplicable a los procesos de 
tutela en virtud de la disposición contenida en el Art. 4º del Decreto 306 de 
1992, que contempla que el proceso es nulo “cuando no se practica en legal 
forma la notificación a personas determinadas, o el emplazamiento de las 
demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como 
partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las 
partes, cuando la ley así lo ordena (...).”7 

                                              
6 Ver archivo pdf con nombre: “14.1)ENTREVISTA – INDIVIDUALIZADOS” folio 5. 
7 Corte Constitucional Auto 344/06 M.P. Jaime Araujo Renteria 30 de noviembre de 2006 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2006/A344-06.htm#_ftn6
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2006/A344-06.htm#_ftn7
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“1. Obligación del juez de tutela de integrar adecuadamente el contradictorio 
y consecuencias de esa omisión 
  
Uno de los principios que informan la acción de tutela es la informalidad[7] que 
concreta una de las características que debe tenerse en cuenta al tramitar una 
garantía constitucional para la protección de los derechos fundamentales, esto 
es la sencillez de forma tal que el Estado colombiano cumpla con la obligación 
internacional contenida en el artículo 25.1[8]de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos.[9] 
  
De esta manera, la informalidad y la sencillez no se restringen al contenido de 
la solicitud de amparo sino que han de ser observados durante todo el trámite 
constitucional sin que con ello se elimine el objetivo primordial de este 
mecanismo que no es otro que el de remover cualquier conducta que amenace 
o vulnere algún derecho constitucional del accionante, incluso aquellos que él 
omitió invocar.[10] 
  
Empero, dicha informalidad y sencillez no puede ser confundida con la violación 
del debido proceso y con la omisión de vincular al trámite constitucional (art. 
10 Decreto 2591/91) a todas las autoridades y excepcionalmente a los 
particulares que pudieran haber generado la amenaza o violación de los 
derechos cuyo amparo se pretende con la interposición de la garantía 
constitucional. 
  
Esta Corporación ha denominado a este deber del juez de tutela, debida 
integración del contradictorio,[11] el cual impone la correcta identificación y 
vinculación de las personas o autoridades responsables de la amenaza o 
vulneración de los derechos fundamentales invocados, destacando a la vez que 
su adecuada integración persigue garantizar a los presuntos implicados el 
derecho a la defensa y, por esa vía, permitirles establecer el grado de 
responsabilidad que les pueda asistir en los hechos que son materia de la 
controversia constitucional. 
  
De igual manera la jurisprudencia[12] ha sostenido que la integración de la causa 
pasiva busca evitar que se profieran sentencias desestimatorias que como es 
obvio resultan perjudiciales para quien promueve la acción e igualmente, que 
se adopten decisiones inhibitorias las cuales se encuentran proscritas en sede 
de tutela, por expreso mandato del parágrafo del artículo 29 del Decreto 2591 
de 1991. 
  
Si bien, en principio, es al tutelante a quien le corresponde identificar al 
presunto infractor de sus derechos, la jurisprudencia ha precisado que al juez 
de tutela le asiste la obligación de integrar de oficio el legítimo contradictorio, 
cuando encuentre que el actor ha citado a quien en realidad no es responsable 
de la conducta imputada o, en su defecto, cuando observe que no ha 
referenciado a la totalidad de los sujetos que están involucrados en la amenaza 
o violación alegada. 
  

                                              
 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2008/A349-08.htm#_ftn7
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2008/A349-08.htm#_ftn8
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2008/A349-08.htm#_ftn9
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2008/A349-08.htm#_ftn10
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2008/A349-08.htm#_ftn11
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2008/A349-08.htm#_ftn12
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Por ello, en virtud de los principios de informalidad y oficiosidad que orientan 
el proceso de tutela, las deficiencias relacionadas con la legitimación en la causa 
pasiva deben ser suplidas directamente por el juez, quien no solo cuenta con la 
formación y preparación jurídica adecuada, sino también con las herramientas 
probatorias que le da la ley para alimentar el juicio y hacer una adecuada 
valoración de todos los aspectos jurídicos y fácticos que rodean el caso 
concreto, permitiéndole arribar a la decisión judicial más ajustada a derecho]. 
  
De esta manera, conforme al numeral 9° del artículo 140 del Código de 
Procedimiento Civil, la jurisprudencia constitucional ha establecido que la 
indebida integración del contradictorio al interior del trámite constitucional 
genera la nulidad de la actuación, precisamente, por no haberse practicado en 
legal forma la notificación de la solicitud de protección a uno de los sujetos con 

interés legítimo en la decisión.”8 
 

Es claro en el presente asunto, que si lo que pretende el accionante es que la 

Fiscalía 101 Delegada ante Jueces Penales de Girardota Antioquia formule 

imputación contra las personas denunciadas en el proceso identificado con SPOA 

050016000248201410843, se debía vincular a este proceso a los indiciados 

señores Orlando Pérez Álvarez y Liliana María Giraldo, así como al actual tenedor 

del inmueble objeto de la presunta falsedad, esto es, el señor Manuel Arango 

Roldan debido a que los citados tienen interés en las resultas del proceso y debe 

garantizárseles el derecho de contradicción en torno a la reclamación 

presentada y las aseveraciones de la entidad accionante, de conformidad con las 

normas vigentes. 

 

Como así no lo hizo el juez a quo, no le queda otro camino a la Sala que declarar 

la nulidad de lo actuado en la presente acción de tutela, de conformidad con el 

artículo 133 numeral 8 del Código General del Proceso. 

 

De otra parte, como en el presente caso también se advierte que no se respetó 

las normas de reparto contenidas en el artículo 1° del Decreto 1983 de 2017, en 

tanto que se desatendió el principio de jerarquía porque la tutela fue repartida 

a un despacho de la misma categoría de la Fiscalía accionada y no al superior 

                                              
8 Auto 349/08 M.P. Jaime Córdoba Triviño 26 de noviembre de 2008 Corte Constitucional 

 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2008/A349-08.htm#_ftn13
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jerárquico al que hace alusión dicha norma, esto es, al Tribunal Superior de 

Medellín, tal como lo adujo la Corte Constitucional en Auto 269 de 2019, se torna 

necesario que este trámite constitucional sea sometido nuevamente a reparto 

para que sea la Sala Penal del Tribunal Superior de Medellín (reparto) quien 

conozca del presente trámite según lo dispone la norma en cita. 

 

Por causa de lo expuesto, y en vista de que la Sala considera que providencias 

como la presente deben ser suscritas únicamente por el Magistrado ponente 

acorde con lo previsto en el artículo 35 de la Ley 1564 de 2012, el suscrito 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

 

5. RESUELVE 

 

PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD de lo actuado a partir el auto que avocó 

conocimiento de la acción constitucional, inclusive, incoada por la Cooperativa 

de Ahorro y Crédito Colanta en contra de la Fiscalía 101 Delegada ante Jueces 

Penales de Girardota Antioquia, por lo expuesto en la parte motiva de este 

proveído.  

 

SEGUNDO: Regrese el expediente a la oficina de Apoyo Judicial del Tribunal de 

Medellín para que la presente acción constitucional sea sometida nuevamente a 

reparto por lo expuesto en la parte motiva y comuníquese a los interesados de 

esta determinación. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 
 
 

LEONARDO EFRAÍN CERÓN ERASO 
MAGISTRADO 


